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REVISTA DE LA CEPAL N° 40 
Las estructuras 
sociales y la 
democracia en los 
años noventa 
Marshall Wolfe* 
Este artículo entrega una visión panorámica de las 
estructuras sociales en que habrá de asentarse la demo-
cracia en los años noventa. Dichas estructuras siguen 
siendo heterogéneas y la crisis las ha vuelto más inesta-
bles, ya que tambalean las aspiraciones anteriores y la 
mayoría de los grupos vive en condiciones de mayor 
inseguridad y pobreza, si bien surgen nuevas posibili-
dades de ascenso, incluso entre los estratos más margi-
nados. Los partidos y movimientos políticos están en 
evolución, inseguros sobre las fuerzas que habrán de 
representar y la validez de sus ideologías tradicionales; 
en su mayor parte, han logrado un mayor realismo y 
ánimo de contemporizar en busca de la consolidación 
de amplios pactos sociales, a costa de un descenso de 
sus aspiraciones y de la incapacidad de ofrecer a sus 
seguidores una mitología movilizante. 
El Estado está sometido a tensiones desde tres 
fuentes: como símbolo y foco permanente de la comu-
nidad nacional; como aparato o sector público que 
debe cumplir un amplio abanico de servicios y funcio-
nes reguladoras para la sociedad; y en función de la 
credibilidad de los regímenes políticos elegidos demo-
cráticamente, que se supone plasmarán en la realidad 
los atributos ideales del Estado y manejarán sus institu-
ciones y administración pública para ese fin. 
Los regímenes democráticos deben convencer a 
la sociedad de que son capaces de ofrecer una alterna-
tiva real, que lleve a niveles más altos de bienestar y 
equidad. La vía que parece más prometedora es la de la 
deliberación pública, libre y racional, que acepte la 
existencia de una tensión permanente entre el princi-
pio de la incertidumbre democrática y la lucha legítima 
por dar al proceso político coherencia y sentido de 
utilidad. 
*Ex Director ele la Division tie Desarrollo Social de la 
Í:KPAI.. 
I 
El desafío actual para 
una democracia pluralista* 
En los últimos cincuenta años, los pueblos de 
América Latina han experimentado transforma-
ciones aceleradas de sus modos de vida y de su 
forma de interactuar con la sociedad nacional, el 
Estado y el orden internacional. En el lapso de 
unos pocos años, sociedades predominantemen-
te rurales han pasado a ser predominantemente 
urbanas, habiéndose transformado a su vez los 
medios urbanos y los rurales. Si bien es cierto que 
se han abierto nuevas posibilidades de trabajo en 
la industria y en los servicios, en la mayoría de los 
países esa evolución no se ha mantenido a la par 
con el crecimiento de la fuerza trabajadora y de 
su movilidad espacial. También creció y se diver-
sificó para llenar ese vacío un "sector informal 
urbano" heterogéneo que ha sido llamado e in-
terpretado de diversas maneras. La mayoría de 
los jóvenes accedieron, por lo menos, a una ense-
ñanza rudimentaria y el ingreso a la educación 
superior llegó a ser un caudal incontrolable. Los 
medios de comunicación de masas y las aspiracio-
nes "modernas" de consumo alcanzaron a la 
mayor parte de la población. La emigración a los 
Estados Unidos y a Europa se convirtió en posibi-
lidad cada vez más factible para los miembros de 
distintas clases sociales, inspirados en motivos 
distintos. Para las personas que antes tenían poco 
o ningún contacto directo con el Estado, la inter-
acción con la burocracia pública en sus funciones 
de servicio, subsidio, regulación y represión llegó 
a tener importancia crítica. La participación polí-
tica tuvo ciclos repetidos de crecimiento y dismi-
nución en que a la movilización bajo auspicios 
populistas seguían la frustración y la desmovili-
zación forzada. Los cambios entre generaciones 
llegaron a tal magnitud que la experiencia de una 
generación perdió toda validez como orientación 
para la generación siguiente. 
Muchos estudios han documentado estos 
cambios y han puesto de relieve las dificultades 
que entrañan para la formación de clases con un 
comportamiento político y expectativas coheren-
tes, para la cohesión social, o para el logro de la 
*En su presente versión este artículo se ha beneficiado 
de los comentarios de tantos cepalinos que es imposible agra-
decerles individualmente. 
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hegemonía por cualquier agente que tratara de 
movilizar el apoyo en torno a proyectos que res-
pondieran a intereses nacionales generales {Pen-
samiento iberoamericano, N° 6, 1984; Labastida y 
del Campo, 1985 y Touraine, 1987). Las trans-
formaciones fueron notablemente conflictivas 
e inequitativas, desbaratando continuamente las 
expectativas y adhesiones de los distintos grupos. 
Las respuestas políticas fueron, en gran parte, de 
corte clientelista o corporativo y estaban destina-
das a amparar los intereses de individuos o de 
grupos, cualesquiera fueran sus repercusiones 
más amplias. La incapacidad de las políticas esta-
tales, cualesquiera fueran sus pretensiones, de 
superar la marginalización o la exclusión de gran 
parte de la población nacional, se hizo cada vez 
más patente. Sin embargo, hasta el decenio de 
1970, en algunos países y comienzos del decenio 
de 1980, en otros, los cambios se sucedieron en 
un contexto de expansión económica que permi-
tió que algunos grupos lograran grandes mejoras 
de ingresos y status; que estimuló a otros grupos 
a esperar beneficios futuros semejantes; y que 
hizo posible que el Estado ampliara los servicios 
educativos, sanitarios y otros servicios sociales y 
otorgara diversos tipos de subsidio para el consu-
mo de la mayoría urbana, y, en menor medida, 
de gran parte de la población rural. Se amplió la 
diferencia entre ricos y pobres, y los pobres cono-
cieron nuevas formas de inseguridad y de explo-
tación; pero al parecer el fenómeno global de la 
pobreza no se siguió generalizando ni extreman-
do. La CEPAL y otras instituciones siguieron criti-
cando los procesos de crecimiento y transforma-
ción desde el punto de vista de la justicia social y 
del despilfarro del potencial humano, advirtie-
ron sobre las contradicciones futuras, y propu-
sieron otros estilos y políticas de desarrollo, más 
equitativos y dinámicos. 
Proliferaron los planes y declaraciones gu-
bernamentales del mismo tenor. Sin embargo, la 
capacidad de las fuerzas que impulsaban esos 
procesos para continuar sobre sus propias bases y 
sortear los escollos políticos y económicos pare-
cía negar en grado creciente la posibilidad de 
int roducir grandes reformas estructurales, 
orientadas a lograr una mayor equidad, por pro-
cedimientos ya fuera democráticos o tecnocrá¬ 
tico-autoritarios. 
Desde entonces, las estructuras sociales y la 
posición de los individuos en ellas, han continua-
do evolucionando en forma tan dinámica y con-
tradictoria como antes, pero en un contexto de 
estancamiento económico, descenso de los nive-
les de vida, menor capacidad estatal para atender 
las necesidades y las demandas, gran inseguridad 
en cuanto a los medios de subsistencia, concen-
tración en estrategias de supervivencia indivi-
duales o de grupo y perplejidad o pesimismo 
respecto a la eficacia de toda política nacional 
para superar una crisis que ha persistido durante 
un decenio, o más, según el país. 
La democracia pluralista, entendida como 
gobierno libremente elegido, ha vuelto a apare-
cer en América Latina justamente cuando pare-
cen darse las peores condiciones estructurales 
—económicas y sociales— para su ejercicio. La 
causa ha de encontrarse, en parte, en el repudio 
generalizado y cada vez más efectivo de los regí-
menes autoritarios, pero también en el ánimo de 
las fuerzas dominantes de esos regímenes de des-
cargar en otros la tarea de lidiar con la crisis. Es 
mucho más sorprendente que la democracia plu-
ralista haya podido sobrevivir y consolidarse en 
esas condiciones. Es verdad de Perogrullo que la 
participación democrática y las políticas demo-
cráticas consonantes con las reivindicaciones po-
pulares son más factibles cuando la economía 
está en expansión, de manera que los pobres 
pueden progresar sin gran inconveniente para 
los ricos y el Estado puede captar una proporción 
mayor del ingreso nacional para fines de redistri-
bución. Los regímenes latinoamericanos aprove-
charon escasamente esta posibilidad antes de la 
crisis y, desde luego, nunca convencieron a los 
ricos de sus bondades, pero desde entonces ha 
decaído marcadamente la capacidad de aplicar 
los impuestos según la solvencia de los contri-
buyentes, y aún más la capacidad para usar los 
ingresos fiscales para fines sociales. En todo el 
decenio de 1980 los regímenes elegidos demo-
cráticamente han vacilado entre políticas de aus-
teridad que agudizan la pobreza y socavan su 
propia legitimidad, e iniciativas heterodoxas que 
se desploman por la falta de control de todo el 
abanico de factores y agentes que intervienen en 
ellas. 
La existencia de sistemas democráticos esta-
bles exige la presencia de partidos políticos que 
cuenten con amplio apoyo y representan intere-
ses coherentes de clases o de grupos, pero que 
también estén dispuestos a contemporizar en 
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forma realista y a moderar a sus seguidores. 
También supone la existencia de una gran varie-
dad de organizaciones sectoriales y locales que 
interactúen con el Estado, imponiéndole deman-
das y defendiendo a sus miembros contra sus 
excesos, pero al mismo tiempo descargándolo de 
las responsabilidades que no puede atender con 
una eficiencia y flexibilidad aceptables. El actual 
estado de fluidez, las contradicciones y la insegu-
ridad de toda la estructura social vuelven más 
problemático que nunca el surgimiento y la con-
solidación de esos requisitos de la democracia. 
Al propio tiempo, el fracaso que han sufrido 
diversos regímenes "militares autoritarios" y de 
orientación unilateral de mercado al enfrentar la 
crisis y la pérdida simultánea de credibilidad del 
modelo de "socialismo real" han dado nuevo 
aliento a la democracia pluralista. No se prevé 
ninguna otra alternativa plausible para la orde-
nación de las opciones públicas y el resultado más 
probable del fracaso de los regímenes democráti-
cos sería la desintegración de las estructuras so-
ciales y políticas en guerras anómicas de "todos 
contra todos", de las cuales se advierten síntomas 
ominosos en algunas partes. Los partidarios de la 
democracia podrán extraer un flaco consuelo de 
la máxima de Winston Churchill: "La democra-
cia es el peor de los sistemas de gobierno —si se 
exceptúan todos los demás". 
La democracia pluralista no puede seguir 
indefinidamente circunscrita a opciones electo-
rales entre partidos o coaliciones, en que se anula 
la realidad de la opción por la incapacidad del 
régimen resultante de sobreponerse a la admi-
nistración de la crisis y los múltiples vetos que le 
imponen las élites económicas, los militares y los 
organismos financieros. Habría que plantearse 
ahora, si el debate público y la libertad de organi-
zación, característicos de la etapa actual, permiti-
rán una democratización más amplia de las socie-
dades y el despliegue de una mayor imaginación 
para sortear los obstáculos aparentemente insu-
perables que se presentan. 
La crisis del decenio de 1980 y los excesos 
autoritarios que la precedieron han transforma-
do el discurso intelectual sobre la política en 
América Latina. La atención ya no se centra en 
explicaciones sobre la inevitabilidad del autorita-
rismo o de la revolución, sino en la forma de 
hacer más viable la democracia y de adecuarla 
más a las necesidades y la cultura de los partici-
pantes en ella. Los voceros de las distintas co-
rrientes de opinión están más dispuestos a escu-
charse unos a otros y a buscar un terreno común. 
El dogmatismo y las utopías exclusivistas están 
en receso. La "hiperautonomía de los actores 
culturales" señalada por Alain Touraine (1987, 
pp. 118 a 124) se ha vuelto más restringida y ha 
progresado la tendencia "profesional crítica" 
frente a la tendencia "profética comprometida". 
Gracias en parte a las investigaciones, se ha ido 
formando un cuadro más convincente y asimila-
ble por la opinión pública, de las relaciones entre 
las estructuras sociales, las influencias políticas y 
el comportamiento político. Pese a la escasez de 
recursos, se han fortalecido los foros regionales 
de debate, así como las instituciones de investiga-
ción, no sólo políticas sino sociales y económicas. 
La proliferación de ensayos que examinan la de-
mocracia a la luz de todo un abanico internacio-
nal de teorías sociales y políticas y cuyos autores 
se citan unos a otros podría dar la impresión de 
que existen élites intelectuales que interactúan. 
Sin embargo, algunos de los planteamientos es-
tán penetrando en los medios de comunicación 
de masas e impregnando las concepciones de los 
líderes políticos, en tanto que algunos teóricos 
han saltado a la arena política con bastante éxito. 
(En la bibliografía aparecen diversas colecciones 
de ensayos e informes de investigación sobre este 
tema). 
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II 
Los cambios en las estructuras sociales y una 
cohesión social precaria 
De las investigaciones y debates se desprende la 
siguiente evaluación, inevitablemente muy sim-
plista, de los distintos agentes o componentes 
colectivos de las estructuras sociales en la pers-
pectiva de una democracia pluralista.1 
1. Las élites económicas 
Han sido variados los cambios entre los grupos 
que antes dominaban en la economía y la socie-
dad, pero los que han tenido mayor capacidad 
para afrontar la crisis han sido aquellos menos 
ligados a la producción para el mercado interno, 
que estaban en situación de protegerse contra la 
inflación y los impuestos manteniendo sus recur-
sos en monedas duras en el extranjero e invir¬ 
tiendo en forma flexible a altas tasas de interés o 
afiliándose a empresas transnacionales. El tráfico 
de estupefacientes —incólume ante la crisis— ha 
sido una fuente notoria de utilidades directas e 
indirectas en algunos países, que han excedido 
con mucho las que se obtienen de empresas legí-
timas. Estos grupos han podido aumentar su 
consumo, principalmente de bienes importados, 
en medio de la escasez de divisas y el empobreci-
miento de la mayoría. El fortalecimiento de estas 
elites económicas, cuyos intereses y normas cul-
turales rebasan las fronteras nacionales, eviden-
temente se contrapone a la consolidación de una 
democracia pluralista en países de economías 
abiertas, básicamente capitalistas. Sus estilos de 
vida constituyen una provocación para el resto 
de la población (en el doble sentido de irritante y 
de estímulo para la imitación consumista) y un 
factor importante que explica la insuficiente ca-
pacidad nacional para acumular e invertir. No 
están dispuestas a sacrificarse en aras del interés 
nacional, porque son escépticas respecto a la efi-
cacia de las políticas gubernamentales o bien in-
1Ghai y Hewitt de Alcántara (1989) presentan hipótesis 
muy interesantes sobre las orientaciones actuales de la evolu-
ción en distintas clases sociales, algunas de las cuales se han 
recogido en las páginas siguientes. 
diferentes al bienestar general. Suelen intervenir 
en la política a través de intermediarios en lugar 
de presentar abiertamente sus candidaturas; en 
sus objetivos políticos combinan la jibarización 
del Estado con el uso del poder estatal para pro-
teger sus intereses inmediatos. La naturaleza y 
ubicación de sus activos impiden que el Estado 
los grave o, en última instancia, que los expropie, 
como puede suceder con los bienes raíces y las 
industrias. Los incentivos que requerirían para 
repatriar sus riquezas e invertir en la producción 
podrían ser demasiado altos para que pudiera 
ofrecerlos un Estado democrático. 
Desde luego que ésta no es toda la verdad: 
componentes importantes de las élites económi-
cas se beneficiarían de un fortalecimiento de los 
mercados internos y de una cohesión social que 
favorecieran una estabilidad de expectativas y 
han mostrado considerable dinamismo en ex-
pandir y diversificar la producción para la expor-
tación. Muchos empresarios exportadores tienen 
tanto interés en mantener relaciones de apoyo 
mutuo con el Estado como los industriales que 
buscan un mercado interno protegido, y no se 
dejan arrastrar por la ideología neoliberal. En 
principio, sería posible compatibilizar sus intere-
ses con los de otros grupos dentro del proceso 
político y ese objetivo se encuentra en la base de 
los esfuerzos reiterados por lograr pactos socia-
les. El contenido de las concertaciones que po-
drían ocurrir depende en tan alto grado de la 
situación de cada país y de la capacidad del Esta-
do que no puede examinarse en esta oportuni-
dad. Por ahora, lamentablemente, la autonomía 
parcial de que gozan los principales poseedores 
de los recursos en relación con los intereses na-
cionales y las decisiones de política, en combina-
ción con el problema de la deuda, virtualmente 
puede paralizar la capacidad de los regímenes 
democráticos para atender las demandas popu-
lares. 
2. Los estratos medios 
Algunos grupos de los estratos medios han podi-
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do afrontar la situación gracias a estrategias indi-
vidualistas similares a las de las élites o a la emi-
gración fuera de la región. Numerosos profesio-
nales y administradores, con algún capital y ex-
periencia útil, han podido iniciar pequeñas em-
presas. Sin embargo, sobre todo entre los estratos 
medios asalariados, ha tendido en general a cun-
dir la inseguridad, a bajar los ingresos, y a crecer 
la disparidad entre la realidad y las aspiraciones 
de un consumo modernizado y una movilidad 
ascendente entre generaciones que se arraigaron 
durante los años de expansión económica. En los 
años cincuenta y sesenta muchos observadores se 
confiaron demasiado en el ascenso de los estratos 
medios como base del progreso democrático. A 
esta actitud siguió otra de quizá excesiva subvalo¬ 
ración de esos estratos a medida que éstos, mol-
deados por el sistema educativo y por los medios 
de comunicación masiva para el empleo público y 
el consumismo, se vieron arrastrados al autorita-
rismo por el temor manipulado a la movilización 
populista o socialista de las masas. Se encuentran 
ahora varados por el estilo "concentrador y ex-
cluyente" que se propone como solución a la 
crisis. 
La democracia pluralista malamente puede 
sobrevivir sin la participación activa de los princi-
pales elementos de los estratos medios y por lo 
menos la aceptación pasiva del resto. Los grupos 
intelectuales que crean y difunden los actuales 
planteamientos sobre la democracia pertenecen 
en general a estos estratos. Una pregunta decisi-
va es si acaso y en qué medida los estratos medios 
podrán mantener a raya su predisposición a sa-
car ventajas particulares de los sistemas políticos 
democráticos. Esta predisposición debe haberse 
intensificado por su difícil situación actual y por 
su temor de cualquier redistribución hacia abajo 
de los ingresos y de los servicios estatales, ya que 
al Estado le resulta más fácil poner coto a sus 
reivindicaciones que a las de los ricos. 
Para los fines de este análisis merece atención 
especial un componente de los estratos medios. 
Este abarca a los tecnócratas, los profesionales y 
los burócratas del sector público; se analizarán a 
continuación en relación con la capacidad del 
Estado. Hasta el decenio de 1970, en distintos 
países se contaban entre los sectores de mayor 
crecimiento de los estratos medios y constituían 
la fuente principal de empleo para el contingente 
cada vez mayor de egresados de las universida-
des. Las purgas políticas y las campañas de buro-
cratización cambiaban periódicamente su com-
posición en los tramos superiores e introducían 
un elemento de inseguridad, pero no detenían su 
expansión general. En el decenio de 1980, en la 
mayoría de los países esa dotación se ha manteni-
do, e incluso se ha incrementado, pese a la mer-
ma de los recursos del Estado, pero a costa de 
agudas reducciones de sus ingresos y el desmejo-
ramiento de sus condiciones de trabajo (Tok-
man, 1982, pp. 413 y 414). Esto naturalmente 
fomenta el descuido de los deberes oficiales, la 
corrupción y una búsqueda de fuentes adiciona-
les de ingreso que llega a constituirse en una 
especie de "informalizacióN°. También se forta-
lecen las tendencias corporativistas de autode-
fensa, a medida que los regímenes políticos y la 
opinión pública renuevan el viejo estereotipo de 
la administración pública como una carga, un 
instrumento sobredimensionado, oneroso y po-
co sensible para proporcionar servicios o aplicar 
las políticas del Estado. Se motiva a los empleados 
públicos para que afiancen sus alianzas con de-
terminadas clientelas de la sociedad, pero esas 
alianzas requieren una capacidad para propor-
cionarles servicios reales, capacidad ahora bas-
tante disminuida. 
Los profesionales o tecnócratas de más alto 
nivel en el aparato del Estado enfrentan contra-
dicciones y motivos de inseguridad algo distintos, 
junto con una falta general de recursos para lle-
var a efecto las políticas que les correspondería 
administrar. Su autoestima y la confianza que en 
sus conocimientos técnicos deposita la autoridad 
política presumiblemente han sido minadas por 
la crisis y por sus inhabilidad anterior de prede-
cirla o prevenirla, pero el Estado depende más 
que nunca de esos conocimientos para resolverla 
crisis. 
Aunque las burocracias puedan proteger sus 
niveles de empleo, no pueden ya absorber el 
producto de la educación superior y ello plantea 
otra incógnita para el futuro de la democracia. 
Durante el decenio de 1980 los movimientos es-
tudiantiles han aprovechado en forma relativa-
mente moderada la apertura democrática que 
siguió a la extrema represión a que muchos estu-
vieron sujetos durante el decenio de 1970. Sin 
embargo, no se sabe con seguridad cuál será su 
reacción a más largo plazo al bloquearse sus aspi-
raciones de movilidad ascendente y desmoronar-
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se las utopías revolucionarias que inspiraron a 
muchos de sus predecesores en la universidad. 
Una consecuencia probable para la minoría ca-
paz de ingresar a las universidades privadas que 
ofrecen una formación profesional de calidad 
superior será una mayor inclinación a buscar 
posibilidades de trabajo en el extranjero, con lo 
cual contribuirían a la transnacionalización de las 
élites. La mayoría —cuyas calificaciones se han 
devaluado en todo caso a causa del deterioro y el 
hacinamiento de las universidades públicas y de 
las universidades privadas más baratas— tiene 
ante sí la perspectiva de una especie de margina¬ 
lización al tener que recurrir al trabajo por cuen-
ta propia improvisado o a empleos mal remune-
rados en los servicios comerciales o de otra índole 
y, posiblemente, la perspectiva de una nueva ola 
de participación en los movimientos sociales de 
los menos favorecidos. La experiencia enseña 
que tal participación puede ser a la vez estimu-
lante y disociadora para esos movimientos y para 
el sistema político democrático. 
3. Los obreros urbanos 
Los trabajadores de la industria y actividades 
afines han experimentado conmociones aún más 
graves que las que afectaron a los asalariados de 
los estratos medios, al combinarse una pérdida 
material de ingresos y de capacidad de consumo 
con una mayor inseguridad en lo que toca al 
lugar que les corresponde en la sociedad y a sus 
perspectivas futuras. Bien se conocen la reduc-
ción radical que han sufrido los salarios reales en 
proporciones de hasta el 50% y la dotación estáti-
ca o declinante de obreros en las industrias mo-
dernas frente a una fuerza de trabajo urbana en 
incesante crecimiento. La línea divisoria entre 
tales obreros y el sector informal, que nunca ha 
estado claramente definida, se ha hecho aún más 
difusa. Las familias de clase obrera han tenido 
que echar mano de múltiples fuentes de ingreso, 
entre ellas varias formas de trabajo por cuenta 
propia; las mujeres y los niños han debido contri-
buir al mantenimiento del hogar aprovechando 
cualquier posibilidad que se les pudiera abrir. 
Ha decaído la capacidad de la mayoría de los 
sindicatos para proteger los intereses de sus afi-
liados e intervenir en la confección de la política 
nacional, después de una recuperación parcial 
tras la represión de los años setenta, junto con el 
número de trabajadores en ocupaciones que 
eran antiguamente sitiales de un sindicalismo mi-
litante. El ejemplo más dramático es el ocaso de 
los mineros bolivianos —núcleo de un movimien-
to sindical que desde los años cincuenta podía a 
menudo desafiar al propio Estado— cuando el 
empleo en la empresa minera estatal (COMIBOL) 
decayó de más de 27 000 en 1985 a 9 000 en 1987 
(Mayorga, 1988, p. 32). 
Probablemente tenga igual importancia para 
la evaluación de las perspectivas de una demo-
cracia pluralista el debilitamiento de la fe en el 
papel de vanguardia del "proletariado". Hasta el 
decenio de 1980, la mayoría de los ideólogos y 
dirigentes políticos que decían representar a la 
clase obrera, así como gran parte de los dirigen-
tes sindicales, suponían que esa clase seguiría 
creciendo en número, fortaleza de organización 
y conciencia de clase y que, con el tiempo, llegaría 
a ser la protagonista principal de la transforma-
ción socialista. Los desarrollistas también supo-
nían que la clase obrera organizada asumiría un 
papel de importancia creciente, sin por ello 
apoyar la tesis revolucionaria. No se sabe a cien-
cia cierta hasta qué punto la clase obrera misma 
había internalizado esta imagen, pero sin duda 
constituyó una fuente importante de esperanza y 
de autoconfianza. En su mayor parte, las movili-
zaciones más importantes de la clase obrera en 
América Latina siguieron orientaciones más bien 
populistas o corporativistas que socialistas. A me-
dida que fueron cambiando y diversificándose 
las interpretaciones marxistas de las funciones de 
las diferentes clases y de las alianzas aceptables 
entre ellas, el uso político del término "proleta-
riado" llegó a ser apenas un rótulo de que echa-
ban mano las distintas facciones de intelectuales y 
activistas no proletarios para reafirmar la validez 
de sus estrategias. 
Sin embargo, la convicción de que el proleta-
riado tenía un papel predestinado y el derecho a 
ocupar una posición central en las alianzas ha 
constituido un obstáculo importante para la for-
mación de coaliciones de fuerzas políticas demo-
cráticas y ha coartado la capacidad de los voceros 
de la clase obrera para interactuar con organiza-
ciones que tienen sus bases en los estratos medios 
o en el campesinado como aliados en pie de igual-
dad en la formación de políticas. La realidad 
actual ha desintegrado esos exclusivismos. Las 
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dificultades evidentes de los países de "socialismo 
real", que hasta el decenio de 1980 ofrecían una 
alternativa viable a un futuro capitalista y que a 
veces oficiaban de mentores directos de los parti-
dos de clase obrera, han ayudado a socavar los 
dogmas anteriores. Lo mismo han hecho los mo-
vimientos de retiro de identificación con la clase 
obrera de los regímenes socialdemócratas de Eu-
ropa occidental. 
Las repercusiones generales para una demo-
cracia pluralista son demasiado contradictorias y 
difusas para que se puedan discutir adecuada-
mente en esta ocasión. Varios de los estudios 
citados en la bibliografía han abordado estos pro-
blemas prestando atención a las diferencias na-
cionales que el análisis requiere. Algunos diri-
gentes e ideólogos políticos, enfrentados a situa-
ciones muy difíciles y a veces corriendo peligro 
personal, están tratando de replantearse tanto 
las lecciones que enseña el pasado reciente como 
el futuro de la clase obrera en entornos tan dis-
tintos de los que previeron anteriormente. Las 
organizaciones obreras, los sindicatos y los parti-
dos políticos, conservan una capacidad conside-
rable para movilizar a grandes grupos, incluso a 
partes de los estratos medios, así como a los po-
bres de las zonas urbanas y rurales, en protestas 
masivas contra las políticas de austeridad y la 
negación de los derechos democráticos. Su posi-
ción en el proceso de producción sigue dándoles 
una mayor facilidad que a otros grupos subprivi¬ 
legiados para organizarse sobre bases amplias y 
para abordar las cuestiones principales de las 
políticas económica y social. La inseguridad y el 
descrédito de las ilusiones del pasado no entra-
ñan necesariamente la pérdida de convicción so-
bre la posibilidad de lograr un orden social más 
justo, y si los dirigentes resultan capaces de res-
ponder a este desafío, ello podría estimular una 
mayor flexibilidad y capacidad de innovación en 
la persecución de esta utopía. Una mayor aproxi-
mación a las condiciones de vida y estrategias de 
supervivencia de los pobres urbanos podría re-
sultar en una difusión de la influencia de la clase 
obrera, así como en una pérdida parcial de su 
identidad. La crisis estimula la militancia con 
orientaciones sindicales en algunos sectores de 
los estratos medios asalariados, como los maes-
tros y los empleados bancarios, y el acercamiento 
a movimientos sociales relativamente nuevos que 
movilizan a mujeres, etnias y ambientalistas. 
4. El resto de la población urbana 
Cuando se examina al resto de la población urba-
na, en algunos casos ahora la mayoría, los 
"pobres", el "subproletariado", el "sector infor-
mal" o los "margínales", según las distintas deno-
minaciones que se han empleado para clasificar-
los, las numerosas fuentes de información y es-
peculación nos hacen recordar el cuento de los 
ciegos que describen al elefante. Estos grupos 
eran heterogéneos antes de la crisis del decenio 
de 1980 y lo son más aún ahora. La tendencia 
más general entre ellos ha sido, sin duda, la de 
una mayor pauperización a medida que han au-
mentado en número junto con un mayor hacina-
miento ele sus poblaciones, menores oportunida-
des de empleo asalariado, una inflación que su-
pera el alza de sus ingresos y la rebaja de los 
servicios y subsidios estatales. Al propio tiempo, 
se han vuelto más complejamente integrados en 
la economía y en los sistemas políticos que antes y 
por lo menos en algunos entornos han demostra-
do en sus respuestas a la crisis, y en la práctica 
local de la democracia y la solidaridad, una capa-
cidad de adaptación mayor que la de otros com-
ponentes de la población. El descenso de la pro-
ducción en las industrias de bienes de consumo 
"modernos", de la capacidad de importación y 
del poder de compra de los consumidores ha 
dado más radio de maniobra para pequeñas in-
dustrias no reglamentadas que fabrican bienes 
baratos para el mercado interno, incluso para el 
propio sector informal. Las mismas tendencias 
probablemente han estimulado a grandes em-
presas, incluso algunas transnacionales, a apro-
vechar en forma más amplia al sector informal 
para la producción a destajo y para la comerciali-
zación de productos en el comercio callejero. Y 
en un usufructo paradójico de las nuevas oportu-
nidades que relacionan a los estratos más margi-
nales con las nuevas fuentes más importantes de 
acumulación de capitales, algunos grupos han 
podido superar la pobreza gracias a su participa-
ción en el tráfico de estupefacientes. 
Es probable que hayan evolucionado las re-
des anteriores de autoayuda comunitaria, de lar-
ga y bien documentada trayectoria, y quizá se 
hayan fortalecido, bajo el acicate de la necesidad; 
varios aliados externos los han estimulado hacia 
una mayor autoestima. La reaparición de la de-
mocracia política y la competencia por el apoyo 
electoral, así como en algunos casos la participa-
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ción con otras clases sociales en la movilización 
masiva contra los regímenes autoritarios, han 
permitido a partes de los grupos en cuestión, 
hacer oír sus reivindicaciones e identificarse con 
los problemas nacionales, después de años de 
exclusión forzada. 
Estas tendencias han llevado a algunas co-
rrientes de opinión a detectar las simientes de un 
nuevo orden económico y social, ya sea comuni-
tario o individualista y de orientación de merca-
do que en todo caso se libera de las trabas de las 
burocracias y también de prescripciones caducas 
para el "desarrollo". Algunos partidarios de va-
riantes de esta posición abogan por planes de 
progreso que exigen la participación de un Esta-
do que se autolimita y se desburocratiza, inspira-
do en nuevos valores y conceptos del desarrollo.'2 
Otros pretenden que el Estado desaparezca pau-
latinamente, junto con las modalidades actuales 
de relación económica y social, gracias a la evolu-
ción autónoma de movimientos sociales o a la 
aparición de una "nueva mayoría", considerando 
que la crisis actual es una contribución positiva 
para el advenimiento de ese proceso (Esteva, 
1988 y Quijano, 1988). 
Por ahora no puede aventurarse ninguna 
generalización. Todas las interpretaciones pue-
den tener una validez limitada, como las descrip-
ciones de los ciegos de las partes del elefante. 
Entre los pobres urbanos, la solidaridad y el indi-
vidualismo anómico, sin duda, continuarán coe-
xistiendo y evolucionarán conflictivamente en el 
futuro previsible. Como en otros estratos socia-
les, las propensiones autoritarias y el clientelismo 
cultural lucharán con una tendencia hacia la 
equidad y hacia la autodeterminación. Probable-
mente seguirán siendo consideraciones secunda-
rias las prescripciones comunitarias antiestatales 
y de solidaridad para lograr una democracia di-
recta, aunque de importancia política en la evolu-
ción de las mayorías urbanas. Las soluciones pa-
ternalistas burocráticas no serán ni eficaces ni 
compatibles con los valores democráticos, pero 
no puede trazarse una sólida línea divisoria entre 
tales pseudosoluciones y el apoyo estatal indis-
pensable para los servicios básicos y las medidas 
que alivien la pobreza crítica. Se plantea, en ton-
g a s vanantes comunitarias y de mercado de estos con-
ceptos del Estado se encuentran respectivamente en Develop-
ment Dialogue, N° 1 (1989) y de Soto (1987). 
ees, la cuestión de si podrá ser posible y cómo será 
posible que los heterogéneos estratos urbanos 
inferiores puedan formular y representar sus 
intereses en forma organizada, negociando con 
el Estado y con otros grupos sociales de manera 
de superar la extrema discriminación o exclusión 
a que están sujetos ahora. El análisis presente 
volverá a este asunto más tarde. Las mayorías 
urbanas en el decenio de 1980 han mostrado más 
paciencia que la que podría haberse esperado 
ante las políticas de austeridad que han aplicado 
por presión externa los gobiernos elegidos de-
mocráticamente. Han sido escasas las grandes 
manifestaciones de protesta violenta, si se consi-
dera la provocación. No se han cumplido los 
temores que subsisten aún entre otros estratos 
urbanos más acomodados que consideran a los 
pobres como una amenaza de barbarismo y caos, 
aunque el marcado aumento de la criminalidad, 
sobre todo entre los jóvenes, da pábulo a esos 
temores. Sin embargo, no puede postergarse in-
definidamente la creación de bases concretas pa-
ra que ellos apoyen y participen en una democra-
cia pluralista. 
5. Los campesinos y los trabajadores rurales 
La población rural, desde hace algún tiempo ha 
estado relacionada en forma compleja con la po-
blación urbana por las corrientes de migración, 
la penetración de los medios de comunicación 
masivos y su creciente dependencia de los merca-
dos nacionales. Estos vínculos han sufrido natu-
ralmente una evolución traumática en el decenio 
de 1980. Algunos grupos de pequeños terrate-
nientes se han beneficiado de una mejor relación 
de precios del intercambio para los productos 
alimenticios en el mercado interno y un mayor 
apoyo estatal para la agricultura campesina. Los 
trabajadores rurales sin tierra, generalmente 
han perdido posiciones, por el alza del precio de 
los alimentos y una mayor competencia por sus 
empleos. La migración hacia las ciudades para 
escapar de la pobreza rural se ha vuelto menos 
atractiva, aunque no lo suficiente como para de-
tener el proceso. Las remesas de los migrantes, 
que anteriormente subvencionaban a muchas 
economías rurales, probablemente hayan dismi-
nuido, y probablemente haya aumentado la mi-
gración en sentido inverso: de las ciudades al 
campo. 
Las organizaciones sociales rurales han revi-
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vido en muchos casos o se han capacitado para 
aprovechar la apertura democrática, para entrar 
en alianzas políticas y para negociar con el Esta-
do. Los campesinos y los trabajadores rurales se 
enfrentan ahora con empresarios agrícolas e in-
termediarios comerciales que se dedican a la ex-
portación y que son muy distintos de los terrate-
nientes tradicionales, aunque no sean en general 
menos explotadores ni estén más dispuestos a 
conceder derechos de negociación colectiva. Los 
viejos problemas sin resolver de la monopoliza-
ción de la tierra y la reforma agraria se replan-
tean en nuevos contextos, a medida que los cam-
pesinos sin tierra se desplazan hacia el interior 
tropical y lidian con las grandes empresas explo-
tadoras, así como con los habitantes autóctonos. 
Incluso las tribus selváticas, hasta ahora los gru-
pos rurales más desvalidos, han podido encon-
trar aliados externos y hacer oír sus reivindica-
ciones tanto en el ámbito internacional como na-
cional. En gran medida, con diferencias eviden-
tes entre y dentro de países, el aislamiento rural y 
el dominio sin contrapeso de los terratenientes y 
caciques son cosas del pasado. Sin embargo, en 
fin de cuentas, durante el decenio de 1980 ha 
cundido la inseguridad y la exposición a la vio-
lencia entre los pueblos rurales de gran parte de 
América Latina. Los intentos de lograr una parti-
cipación política organizada v autónoma se ven 
todavía amagados por la intimidación de fuerzas 
armadas tanto privadas como públicas, o degene-
ran en conflictos sin fin en que los habitantes 
rurales se convierten en peones de fuerzas com-
batientes: guerrillas, traficantes de estupefacien-
tes, la policía y los militares, que desarticulan los 
medios de subsistencia y los lazos comunitarios y 
casi vacian a algunas zonas de sus habitantes. El 
cultivo de la coca, gracias al cual algunas partes 
de la población rural en algunos países han eleva-
do tanto sus ingresos como su solidaridad de 
organización, se ha vuelto un factor importante 
en la propagación de una violencia intimidante. 
En toda América Latina, la población rural, 
aunque en general se mantiene en números ab-
solutos, se ha convertido en una minoría en rela-
ción con la población urbana. La perspectiva de 
incorporar a grupos rurales, de distinta cultura y 
etnia, v acostumbrados pero no conformes, con 
su exclusión de los asuntos "nacionales", en un 
orden democrático pluralista aparece, pues, me-
nos lejana que lo que era en el pasado. La amena-
za o la promesa de transformación social median-
te la revolución campesina prácticamente ha de-
saparecido, salvo en muy pocos países. La pobla-
ción rural se encuentra más integrada en las so-
ciedades y economías nacionales, aunque esta 
integración se haya realizado en términos muy 
desventajosos y no sea completa. Podrán seguir 
siendo más violentamente conflictivos los cam-
bios rurales que los urbanos, pero el principal 
requisito inmediato para la plena participación 
rural en una democracia pluralista parece ser 
una presencia efectiva y apoyante del Estado, 
que ofrezca medios para resolver los conflictos 
distintos de la ley del más fuerte, así como los 
servicios básicos de educación y salud y asistencia 
para afrontar el cambio tecnológico y las relacio-
nes del mercado. Esta es, desde luego, la aspira-
ción de los gobiernos democráticos, y ¡a reduc-
ción general de los recursos estatales y de la capa-
cidad administrativa probablemente hayan teni-
do mayor efecto sobre su presencia rural que 
sobre cualquier otra función del Estado. 
6. La estructura social fluida y la política 
democrática 
Los grupos y clases descritos anteriormente están 
buscando su expresión política por medio de 
partidos y movimientos, que a su vez están pade-
ciendo crisis de identidad; en muchos casos vuel-
ven a surgir después de años de represión, inse-
guros sobre las fuerzas que podrían representar 
y sobre el valor de sus ideologías tradicionales. El 
liderazgo de los decenios de 1950 y 1960 ha teni-
do que interactuar con jóvenes activistas cuya 
generación ha experimentado, simultáneamen-
te, el derrumbe de sus aspiraciones de colocación 
ocupacional y el impacto siempre cambiante de la 
cultura juvenil internacional. Los partidos políti-
cos han tenido que incorporar nuevos tipos de 
movimientos organizados o competir con ellos, 
en un intento por priorizar la protección ambien-
tal, los derechos de la mujer o la legitimidad de 
culturas minoritarias. En el esfuerzo por lograr 
coaliciones de mayoría, los partidos están entran-
do en combinaciones que habría sido inconcebi-
bles hasta hace poco, pero las mayorías resultan-
tes son inevitablemente precarias. La introduc-
ción, por efecto de la competencia, de refinadas 
técnicas de mercado, hace que sean más confusas 
o ilusorias las opciones eleccionarias. La coyuntu-
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ra, sin duda, estimula un mayor realismo y capa-
cidad de innovación entre algunos dirigentes po-
líticos. Sin embargo, en la medida en que la crisis 
obliga a estos líderes, una vez en el poder, a 
¿Cómo podrían los partidarios de la democracia 
pluralista —afrontando la fluidez de las estructu-
ras sociales y de las organizaciones políticas en un 
contexto de crisis—justificar la confianza en el 
futuro de ese sistema? 
Parte de la solución debe consistir en el forta-
lecimiento del Estado, la renovación de sus res-
ponsabilidades para con tareas que sólo el Estado 
puede cumplir; y esta proposición excesivamen-
te general abre una de las áreas más polémicas 
del discurso político. 
En el análisis de las responsabilidades del 
Estado en relación con lo planteado anterior-
mente deben equilibrarse tres dimensiones dis-
tintas del concepto de "Estado". 
1. El Estado como símbolo de la nación 
El Estado es una expresión permanente de la 
comunidad política nacional y como tal exige la 
lealtad de los miembros de esa comunidad, actúa 
como arbitro final en los conflictos de clase y 
grupo, monopoliza el uso legítimo de la fuerza, 
etc., según fórmulas bien conocidas. Idealmente, 
en las democracias pluralistas, las mayorías deci-
dirían qué debe hacer o dejar de hacer el Estado, 
generalmente respetando códigos de aceptación 
general que protegen los derechos de las mino-
rías. Históricamente los Estados de América Lati-
na han tenido amplia autonomía con relación a 
las sociedades, lo que se ha extendido a la mani-
pulación por el Estado o a la creación de actores 
sociales colectivos, pero paradójicamente han si-
do débiles en cuanto a representatividad y hege-
monía aceptada. Los intentos de movilizar a la 
"nacióN° subyacente al Estado han coadyuvado al 
populismo y a la inflación de lo militar como 
símbolo de la nación. Los Estados de América 
Latina se han fortalecido en los últimos decenios 
aplicar políticas reñidas con sus valores y prome-
sas, se genera un comportamiento electoral muy 
inestable, en que los votos expresan más bien el 
repudio que la adhesión. 
por el debilitamiento o eliminación de los centros 
de poder y las oligarquías locales y, en forma más 
ambivalente, por la convicción creciente de la 
mayor parte de la población de que la solución a 
los problemas económicos y de protección contra 
la injusticia incumbe al Estado. Los procesos de 
democratización han fortalecido la legitimidad 
del Estado y los fracasos del populismo y del 
autoritarismo militar han generado algún grado 
de resistencia ante la tentación de hacer prevale-
cer los intereses de las minorías mediante la toma 
y manipulación voluntarista del Estado. 
Al propio tiempo, el Estado, como expresión 
de la nación, se ve amenazado desde dos direccio-
nes. En lo interno, las modificaciones de la es-
tructura social durante y antes de la crisis, con el 
derrumbe de expectativas anteriores y la apari-
ción de nuevas oportunidades de lograr la pros-
peridad reñidas con el marco jurídico y el bienes-
tar general, han hecho que las relaciones entre el 
Estado y la sociedad se vuelvan más contradicto-
rias y precarias. 
En lo externo, el Estado se ha vuelto más 
dependiente no sólo de los vaivenes del orden 
económico mundial sino también de los dictáme-
nes directos de los organismos internacionales de 
crédito. Partes de las élites se han vuelto más 
transnacionalizadas tanto ideológicamente como 
en sus intereses materiales, estando dispuestas a 
trasladar sus fondos y su experiencia al extranje-
ro si las perspectivas nacionales se vuelven poco 
propicias o las políticas estatales los afectan ad-
versamente. Incluso los movimientos populares 
y los que se centran en los problemas sociales, 
culturales y ecológicos entran en los circuitos 
'Cardoso (1984, p. 28 y siguientes) analiza la fuerza de 
estas expectativas y las contradicciones que contienen. 
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transnacionales. Estos circuitos han adquirido 
importancia crítica como fuentes de fondos, fo-
ros para el intercambio de ideas y asilos contra la 
opresión para los que participan en las investiga-
ciones y la acción políticas. 
Es así como se está erosionando la confianza 
en la nación-Estado, con la sospecha de que el 
Estado, cualquiera sea su liderazgo o política, se 
está volviendo inútil o impotente. En su impacto 
sobre la credibilidad del Estado, la crisis ha signi-
ficado más que una pérdida de 10 años de 
"desarrollo" o vuelta a los niveles de comienzos 
del decenio de 1970. Si bien es cierto que las 
naciones-Estados mejor establecidas de Europa 
han podido reaccionar ante estos nuevos desa-
fíos, estrechando sus vínculos, aparentemente 
los Estados de América Latina no han podido 
hacer lo mismo más allá de las expresiones retóri-
cas y las conferencias. 
Una causa habría sido la incómoda coexis-
tencia de Estados controlados por democracias 
formales y por regímenes autoritarios, en que las 
primeras ponen en tela dejuicio la legitimidad de 
las segundas, mientras éstas afirman su legitimi-
dad recurriendo a las rivalidades nacionales tra-
dicionales. El actual predominio de democracias 
pluralistas podría facilitar una unión más estre-
cha, que se ha vuelto necesaria, pero evidente-
mente queda mucho por hacer antes de restituir 
la credibilidad del Estado como expresión eficaz 
de las comunidades políticas. 
2. El Estado como sector público 
El Estado es una suma de instituciones y burocra-
cias con sus propias fuerzas de inercia y de movi-
miento. Hasta comienzos del decenio de 1980, las 
instituciones del sector público en la mayoría de 
los países, pese a las purgas políticas y a otras 
vicisitudes, se estaban "modernizando" poco a 
poco, se les encargaban responsabilidades más 
amplias y estaban dotadas de funcionarios más 
calificados. La mayor capacidad del sector públi-
co para administrar la economía y prestar servi-
cios sociales se señalaba generalmente como uno 
de los aspectos más positivos del "desarrollo", 
una forma de hacer que este proceso desordena-
do se volviera más dinámico y más armónico en el 
futuro. Sin embargo, se llegó a apreciar clara-
mente que, aún bajo los regímenes autoritarios, 
partes del aparato del Estado se volvían cada vez 
más autónomas. Desarrollaban sus propias técni-
cas de autodefensa y expansión y se relacionaban 
más estrechamente con grupos de interés del 
sector privado o con interlocutores transnaciona-
les (gobiernos, organizaciones interguberna-
mentales, empresas transnacionales, grupos pro-
fesionales congéneres) que con el Estado en 
cuanto arbitro de la política nacional (Martins, 
1984 y Graciarena, 1984). Las mayores califica-
ciones exigidas para el empleo público, se con-
fundieron con los efectos de la inflación del em-
pleo para absorber los productos de las universi-
dades. En la autonomización a retazos del apara-
to del Estado, los militares constituyeron un caso 
aún más especial que antes, con su propia cultura 
política y su capacidad inigualada para imponer 
sus propios criterios sobre el Estado. 
Con la crisis del decenio de 1980 y la dismi-
nución de los recursos públicos, los gobiernos, 
cualquiera fuera su posición política, no pudie-
ron ya costear las burocracias que fueron adqui-
riendo paso a paso. Así no pueden evitar los 
esfuerzos por abaratar al aparato del Estado, 
darle más flexibilidad, hacerlo más sensible a las 
directivas centrales, así como a los controles de-
mocráticos, más concentrado en las necesidades 
inmediatas más importantes en vez de diluido en 
una multiplicidad de programas que se origina-
ron en iniciativas dispersas del pasado. La simpli-
ficación de los reglamentos y los controles a fin 
de reducir el costo de un "Estado niñera" es a 
todas luces aconsejable, pero difícil de lograr en 
forma ordenada en medio de una crisis y de 
demandas conflictivas. Los regímenes democrá-
ticos no pueden reducir de cuajo el empleo públi-
co, dada la situación de los estratos medios, pero 
tampoco pueden costear los salarios y recursos 
necesarios para que los servicios puedan cumplir 
su cometido. El resultado, como se dijo anterior-
mente, ha sido la desmoralización y el uso de 
"estrategias de supervivencia" entre los funcio-
narios públicos, lo que contribuye también a mi-
nar la autoridad del Estado. 
3. El Estado y el régimen 
Por último, es preciso tomar en cuenta el régi-
men gubernamental o político como expresión 
de las fuerzas dominantes en la sociedad o de una 
solución de transacción entre diferentes fuerzas, 
que esperan plasmar en la realidad los atributos 
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ideales del Estado y manejar las instituciones del 
sector público y las burocracias para este fin. 
Muchos estudios de América Latina y otras par-
tes del mundo han mostrado en qué forma se ven 
entorpecidos los gobiernos en estas tareas por las 
características del aparato del Estado, la natura-
leza del apoyo político o la resistencia que provie-
ne de las sociedades, las restricciones que impone 
el ambiente internacional y sus propias visiones, 
ideológicamente sesgadas, de la realidad. El ase¬ 
soramiento "experto" sobre lo que debe hacerse, 
y en qué forma, invariablemente rebasa la capaci-
dad de los líderes políticos para asimilar, seleccio-
nar y actuar sobre esos consejos. El liderazgo 
democrático, en particular, debe tratar continua-
mente de equilibrar principios contradictorios 
de acción: sentir e inspirar confianza en la validez 
de sus políticas, sin cerrarse a la crítica; buscar 
una coherencia de políticas, estando preparado 
para contemporizar, a fin de ampliar su apoyo 
político; aplicar medidas urgentes y controverti-
das, respetando, al mismo tiempo, las reglas del 
juego que permiten a los adversarios frustrarlas 
o deformarlas. En el mismo grado en que el 
liderazgo político acepte las plenas derivaciones 
de la democracia pluralista y las lecciones del 
pasado reciente, debe también aceptar una con-
dición de incertidumbre permanente en cuanto 
al resultado de sus políticas y su ratificación por 
la sociedad.1 
Actualmente, es particularmente aguda la 
contradicción entre el conformismo o realismo 
político en el sentido de reconocimiento de los 
estrechos márgenes en que se mueve la acción del 
Estado, por una parte, y el temor de no poder 
eludir las grandes modificaciones de política eco-
'"La democracia significa que todos los grupos deben 
subordinar sus intereses al principio de la incertidumbre. 
Este mismo acto de enajenación del control, resultado de 
conflictos, es el que constituye el paso decisivo hacia la demo-
cracia... si una serie de políticas se considera superior para el 
bienestar de la ciudadanía y se supone que es conocida, en-
tonces seria irracional introducir la incertidumbre sobre si se 
eligirá o no. En una crisis económica, cuando se reconoce que 
la política económica de un gobierno en particular ha estado 
errada, alguna otra política siempre parece a los burócratas 
autoritarios como la única destinada a mejorar la situación. El 
reconocimiento de los errores pasados no constituye una 
demostración de que el sistema autoritario contenga fallas 
inherentes sino sólo de que los errores pasados deben ser 
corregidos y debe seguirse una nueva política correcta". 
(Przeworski (1986). pp. 6!) y 61.) 
nómica y del papel del Estado, por la otra. Varias 
experiencias concretas en todo el mundo han 
demostrado cuan profundo es el caos económico 
y el desorden político en que pueden caer los 
países cuando eluden las opciones o aplican es-
trategias voluntaristas que hacen caso omiso del 
control limitado que ejercen sobre los factores en 
juego. 
Pueden proponerse unos pocos principios 
para la acción estatal en el marco de una demo-
cracia pluralista.5 Las posibilidades de su aplica-
ción dependen evidentemente de las característi-
cas, potencialidades y limitaciones nacionales. 
Todos ellos implican un costo así como beneficios 
políticos y encierran la posibilidad de tener resul-
tados contraproducentes. 
a) La moderación y la selectividad en las intervencio-
nes del Estado 
El fortalecimiento del Estado exige su autoli-
mitación y la simplificación de sus intervencio-
nes. La lucha por cumplir este objetivo puede 
por sí misma fortalecer al Estado, al obligar a las 
autoridades políticas a evaluar las justificaciones 
y los intereses organizados subyacentes a todo el 
abanico de actividades estatales. En las condicio-
nes actuales, si los regímenes democráticos no 
emprenden este esfuerzo, afrontarán una pérdi-
da mayor de control sobre las instituciones públi-
cas semiautónomas y un mayor deterioro en la 
calidad de sus servicios al público. La eliminación 
de funciones que se duplican o contradicen en lo 
que toca a las reglamentaciones o autorizaciones 
que emiten los organismos públicos —uno de los 
principales focos de irritación en las relaciones 
entre el Estado y el público— por sí misma afian-
zaría la legitimidad del Estado cuando aplicara 
reglamentaciones realmente necesarias para 
proteger la salud y la seguridad públicas. Ade-
más, la moderación en las intervenciones estata-
les corresponde a prometedoras iniciativas de 
una novedosa cooperación que están surgiendo 
en la sociedad. 
Al propio tiempo, este desiderátum se con-
trapone a las demandas expresadas democrática-
mente y a las convicciones en lo que toca a los 
derechos sociales, así como a las tácticas clientelis-
:
'Los principios que deben inspirar a los regímenes de-
mocráticos y los peligros que afrontan los describe en mayor 
detalle Wolfe (1985). 
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tas, corporativistas y burocráticas menos legíti-
mas que están enredadas con las demandas ante-
riores en los procesos democráticos o en otros 
procesos políticos. 
Los partidos políticos entrarán en competen-
cia y deben poder ofrecer algo más al electorado 
que una promesa de seguir una estrategia eco-
nómica correcta que a la postre beneficiará a 
todo el mundo. Distintos sectores de la pobla-
ción, sobre la base de su experiencia anterior, 
esperan del Estado, en cumplimiento de sus fun-
ciones de arbitraje y protección, la realización de 
aspiraciones concretas. El rechazo doctrinario de 
esas expectativas puede traducirse en un vaivén 
pendular muy perjudicial entre los extremos del 
Estado intervencionista y el Estado neoliberal 
privatizante. 
Al Estado le resulta más fácil abandonar las 
actividades destinadas a atender las necesidades 
de los sectores menos organizados y más pobres 
de la población. El objetivo de la autolimitación 
del Estado exige así una deliberación pública so-
bre los problemas específicos y la presentación de 
opciones realistas y socialmente justas para ejecu-
tar las tareas que el Estado abandona. Si bien es 
cierto que la democracia pluralista puede ser 
compatible con muchos grados y tipos de inter-
vención estatal, las decisiones sobre lo que el Es-
tado debe hacer no pueden descansar entera-
mente en criterios de eficiencia —ni tampoco de 
equidad. Probablemente sería inútil instar a una 
sociedad segmentada a que se "decida" sobre lo 
que quiere. 
b) La descentralización 
La transferencia de muchas responsabilida-
des del Estado a las autoridades elegidas en el 
plano regional y local, así como a las organizacio-
nes no gubernamentales y a las asociaciones de 
vecinos, es deseable y también inevitable, en vista 
de la merma de los recursos del poder central y 
de las mayores demandas de autonomía regional 
y local. En este plano también aparecen contra-
dicciones. Los gobiernos naturalmente quieren 
traspasar responsabilidades y costos pero mante-
ner el control sobre lo que se efectúa localmente. 
El desiderátum de autonomía suficiente de ma-
nera que los organismos locales puedan adquirir 
experiencia y confianza en un proceso de tanteos 
sucesivos entra en conflicto con el desiderátum 
de la conservación de normas nacionales para la 
prestación de servicios, la garantía estatal de cier-
tos derechos y las salvaguardias contra la capta-
ción de los organismos locales por camarillas y 
caciques que atienden a sus propios intereses. 
Los organismos locales seguirán queriendo y ne-
cesitando subsidios de parte del Estado, en tanto 
que éste será renuente a traspasar el control so-
bre las fuentes de ingresos tributarios, aunque 
sean locales. Las contradicciones de este tipo per-
sisten aun en los países con las más firmes tradi-
ciones de democracia pluralista y los sistemas 
mejor institucionalizados de administración pú-
blica, advirtiéndose un equilibrio en constante 
movimiento entre la centralización y la autono-
mía local, los subsidios y una autarquía obligada, 
las normas impuestas centralmente y la resisten-
cia local a tales normas. Para mantener un equili-
brio tolerable e imponer ciertos límites a las ine-
quidades e ineficiencias, los tribunales, los parla-
mentos nacionales y los medios de comunicación 
masiva, representan papeles principales cuyas 
intervenciones conducen a una mayor compleji-
dad en las relaciones entre el ámbito nacional y el 
local. 
c) La rehabilitación democrática de la burocracia 
La capacidad del Estado para emprender, 
reformar o abandonar una política determinada 
depende, entre otras cosas, de una mejor com-
prensión de los intereses de clase y grupo, de las 
organizaciones, de las ideologías y de las tácticas 
de autodefensa de los agentes tecnocráticos y 
burocráticos del Estado. Actualmente, como se 
dijo antes, los agentes que cumplen funciones 
tecnocráticas y de planificación deben asumir 
responsabilidades sin precedentes, cuando ya no 
tienen la confianza que antes tenían en las teorías 
del desarrollo y cuando interactúan con una au-
toridad política que no sabe si tratarlos como 
salvadores o como chivos expiatorios. Los estra-
tos medios e inferiores de empleados públicos 
han llegado a tal grado de inseguridad que están 
desmoralizados. Las investigaciones sobre la cul-
tura burocrática advierten que no deben abrigar-
se esperanzas excesivas de convertir a las buro-
cracias en instrumentos óptimos de la política 
estatal, pero los gobiernos no pueden dejar de 
lado los progresos que efectuaron antes de la 
crisis hacia la creación de burocracias con normas 
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internalizadas, con experiencia y con competen-
cia técnica. 
El problema actual se desdobla en dos aspec-
tos, ninguno de los cuales responde a soluciones 
de corto plazo. En primer lugar, los empleados 
públicos que necesita el Estado tendrán que recu-
perar la confianza en la función que cumplen y al 
mismo tiempo adaptarse a la escasez de recursos 
y a la democratización conflictiva de la sociedad. 
Por otro lado, y tarea sobre la cual es mucho más 
difícil formular recomendaciones, gran propor-
ción de los empleados y aspirantes al nivel medio 
de la administración pública tendrán que encon-
trar otros medios de subsistencia. Pueden propo-
nerse varias medidas parciales, como la asistencia 
para el establecimiento de pequeñas empresas y 
la recapacitación para los programas sociales de 
los gobiernos nacionales y locales, pero los regí-
menes democráticos seguirán lidiando con el 
grueso del problema mientras la economía no 
pueda absorber el producto del sistema educa-
tivo. 
Los empleados públicos son participantes le-
gítimos en la democracia pluralista, y enfrentan 
problemas de reconciliar los intereses corporati-
vos y los intereses societales, aún más agudos que 
otros grupos. El liderazgo político democrático 
podría ajustar sus papeles para que correspon-
dieran en forma más estrecha a los intereses so-
cietales mediante el diálogo con sus representan-
tes y un conocimiento recíproco de la inviabili-
dad del statu quo. 
d) El financiamiento del Estado 
Durante las primeras etapas de expansión 
del aparato estatal y de sus actividades, el Estado 
se financiaba en parte gracias al crecimiento del 
sector exportador y a los impuestos sobre las 
exportaciones en parte por impuestos internos 
relativamente fáciles de recaudar, pero general-
mente regresivos, como el impuesto a la compra-
venta. A medida que resultaron insuficientes es-
tas fuentes y se deterioró la capacidad recauda-
dora del Estado, en vez de mejorarla los gobier-
nos echaron mano crecientemente de la inflación 
y de los empréstitos foráneos. En condiciones de 
mercados internos deprimidos, las fuentes ante-
riores de tributación no pueden rendir mucho 
más y la inflación se ha convertido en una de las 
principales causas de agitación popular y des-
crédito gubernamental, no siendo ya posible con-
seguir grandes créditos en el exterior. Por lo 
tanto, los regímenes democráticos deben tratar 
de alcanzar cualquiera sea el volumen de ingre-
sos que requieren, estableciendo sistemas tribu-
tarios que les rindan mayor provecho, sean so-
cialmente equitativos, y no inhiban en forma des-
medida a la iniciativa privada. Por las razones ya 
indicadas, ésta será una tarea muy difícil, que 
exigirá no sólo la reforma de las leyes tributarias 
y una administración eficiente e incorrupta, sino 
el logro de un grado razonable de confianza en-
tre los contribuyentes de que el Estado hará buen 
uso de los ingresos que recibe. 
e) Previsión y flexibilidad 
Pese a muchos esfuerzos por formular estra-
tegias de desarrollo globales y a largo plazo, la 
acción estatal en América Latina, como en otras 
partes del mundo, sigue siendo en gran parte 
fragmentaria y reactiva ante las crisis y posibili-
dades de corto plazo. La acogida indiscriminada 
que se dio a los fondos crediticios del extranjero 
en el decenio de 1970 y las políticas de adminis-
tración de la crisis del decenio de 1980 son ejem-
plos patentes. No es sorprendente que la partici-
pación de distintos sectores de la población en la 
confección de la política haya tenido las mismas 
características reactivas en lo que toca a las conse-
cuencias de las políticas estatales o a las tenden-
cias que rebasan el control del Estado. Con una 
capacidad muy distinta para hacer oír sus de-
mandas, cada grupo ha usado las tácticas a su 
alcance. Muchas de ellas debilitan aún más la 
capacidad del Estado para actuar con coheren-
cia: restricción de las inversiones y exportación 
de capitales, por parte de un extremo del espec-
tro social, huelgas generales, levantamiento es-
pontáneo contra las condiciones de pobreza y 
movimientos pendulares extremos en el compor-
tamiento electoral, desde el otro extremo. 
Los regímenes democráticos deben estar dis-
puestos, sobre todo en épocas de crisis, a tolerar 
gran cantidad de comportamiento reactivo y a 
atender en la mejor forma que puedan las de-
mandas que no pueden ser satifechas a corto 
plazo. Lo ideal, sin embargo, es que el Estado, los 
partidos políticos, los intelectuales críticos y los 
movimientos sociales heterogéneos, pudieran to-
dos beneficiarse y reforzarse unos a otros en el 
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ejercicio de una mayor previsión, evitando o pre-
caviendo los problemas, más bien que embarcán-
dose más tarde en medidas correctivas onerosas y 
generalmente ineficaces, o exigiendo remedios 
que el Estado no puede proporcionar por efecto 
de un largo concatenamiento de pasadas accio-
nes y omisiones. Ello evidentemente se aplica a 
los problemas de degradación ambiental, ocupa-
ción destructiva de la tierra, urbanización caóti-
ca, falta de progreso científico y tecnológico, y 
muchos otros, así como a los problemas de la 
deuda, la austeridad forzada y el empobreci-
miento que ahora están en el tapete. 
.Las advertencias sobre las consecuencias fu-
turas de tendencias muy visibles no han venido 
faltando desde el decenio de 1950. Sin embargo, 
no podían hacerse valer frente a un crecimiento 
económico dinámico, las luchas por aprovechar 
tal crecimiento y los esquemas ideológicos que 
postergaban la solución de todos los demás pro-
blemas hasta que no se hubiera logrado el desa-
rrollo o la revolución. Con el correr de los años, 
se ha profundizado y difundido la comprensión 
de los problemas y de las relaciones entre ellos, 
pero esto es un flaco consuelo. 
La experiencia ha enseñado que las estrate-
gias globales de desarrollo, una vez que entran en 
la arena política, se aplican sólo en parte —por la 
distinta resistencia que oponen grupos del sector 
privado y del aparato estatal, porque los dirigen-
tes políticos descubren que partes de la estrategia 
son más atrayentes que otras y tienen mayores 
probabilidades de movilizar el apoyo, porque los 
proponentes de algunos programas son más 
agresivos y persuasivos que otros, etc. Esto ocu-
rrió con las estrategias estructuralistas de los de-
cenios de 1950 y de 1960 y también más tarde con 
las estrategias neoliberales. No basta como justifi-
cación para los proponentes de una estrategia 
determinada el argumento de que habría tenido 
mejores resultados si se hubiera aplicado inte-
gralmente. ; Podrán los regímenes y sus interlo-
cutores en la sociedad encontrar mejores medios 
de ejercer la previsión sin excluir la "política" ni 
el principio de la incertidumbre? 
f) La planificación 
Las recomendaciones de una planificación 
para el desarrollo completa, racional y reformis-
ta que se registraban en los decenios de 1950 y 
1960 y que dejaron un abundante legado de or-
ganismos nacionales de planificación e institucio-
nes de capacitación, no generaron suficiente pre-
visión, consenso o capacidad del Estado para in-
fluir en el futuro. Han sido objeto de una serie de 
duras evaluaciones por parte de algunos de sus 
practicantes como "una liturgia de resonancia 
tanto mesiánica como utópica". "Las ilusiones 
voluntaristas de la planificación al servicio del 
cambio social... hoy no tienen ninguna viabili-
dad". Se ha aconsejado a los planificadores que 
fijen su mira en "armonizar en la medida de lo 
posible los intereses y las demandas de las fuerzas 
sociales en conflicto, en un esfuerzo por reducir 
la incertidumbe de su evolución futura", recono-
ciendo que "el éxito y la viabilidad de los actuales 
proyectos políticos dependerán en esencia del 
grado de hegemonía de los grupos dominantes 
sobre la sociedad en su conjunto, sobre el nivel de 
compatibilidad del proyecto político respectivo 
con la racionalidad dominante en esos sistemas y 
con las tendencias básicas dominantes en la eco-
nomía mundial de la cual forman parte" (de Mat-
tos, 1988). 
Según esta posición, se limita la planificación 
a las funciones diagnósticas y educativas al servi-
cio del Estado, con pretensiones modestas de 
racionalizar el conflicto, evaluar los esfuerzos de 
los agentes sociales por plantear cuestiones ante 
los gobiernos y proponer las reformas del caso. 
Esto es ciertamente una actitud más sensata que 
la concepción de la planificación como un medio 
tecnocrático de transformar la política estatal 
mediante la aplicación de instrumentos esotéri-
cos, eludiendo el asunto del poder, pero no plan-
tea de frente las tristes consecuencias de la racio-
nalidad dominante y la dudosa compatibilidad 
con ios intereses nacionales de las tendencias do-
minantes en la economía mundial. El valor prin-
cipal de los organismos de planificación actuales 
podría residir en su capacidad instalada para la 
investigación, la crítica del pensamiento tradicio-
nal y la generación de propuestas heterodoxas 
para afrontar las tendencias dominantes. 
En todo caso, la planificación conformista al 
servicio del Estado debiera interactuar con una 
contraplanificación por intelectuales ajenos al 
aparato del Estado, que no estén comprometidos 
con la hegemonía prevaleciente y que no tengan 
inhibiciones para actuar como agentes del cam-
bio social, así como con la planificación al servicio 
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de los partidos políticos y de los movimientos 
sociales. 
En este sentido, la planificación se confunde 
con la investigación y con los debates sobre siste-
mas políticos y estilos de desarrollo (o alternati-
vas de "desarrollo"), que surgieron en el decenio 
de 1960 y que se vuelven a asomar cautelosamen-
te ahora, luego de un eclipse. Las primeras pro-
puestas rehusaban aceptar que fuera inevitable 
la reproducción en América Latina ni de la 
"sociedad de consumo" de los países capitalistas 
avanzados ni del modelo del "socialismo real". 
Expresaban fe en el potencial de la elección autó-
noma en el plano nacional y en la "desvincu-
lacióN° del orden económico internacional, que 
sucesos posteriores han echado por tierra. Sin 
duda combinaban una "liturgia" de utopismo 
tecnocrático con ideales participativos e igualita-
rios. Desde entonces, muchos factores han influi-
do para hacer más difícil la elección entre opcio-
nes para un futuro a más largo plazo. Sin embar-
go, si las democracias pluralistas por fuerza han 
de estar sometidas al imperio de la necesidad 
económica ¿por qué habría el pueblo de partici-
par en ellas y defenderlas? Hay cuatro pregun-
tas, en particular, que abogan en contra de una 
posición agnóstica frente al futuro a largo plazo. 
En relación con las cuatro, los gobiernos y los 
movimientos sociales están tomando ciertas ini-
ciativas necesarias, pese a la crisis, pero sabiendo 
muy bien que hay un gran trecho entre estas 
providencias retaceadas y una respuesta cabal: 
— La cuestión ambiental: ¿Son realmente com-
patibles y viables las actuales tendencias de uso de 
recursos e industrialización con la sobrevivencia 
del hombre a más largo plazo? De no ser así 
¿cómo pueden transformarse y qué agentes po-
drían encargarse de dirigir la transformación? 
—La cuestión de la equidad: Si es éticamente 
intolerable la yuxtaposición de la riqueza extre-
ma con la pobreza extrema, que al mismo tiempo 
inhibe el desarrollo, como vienen sosteniendo los 
gobiernos y los pueblos durante muchos años 
¿qué puede hacerse para cambiar la situación, 
hasta qué punto, y quién se hará cargo? ¿Por qué 
sigue siendo más desigual la distribución de la 
riqueza en América Latina que en otras regiones 
del mundo, pese a las declaraciones y a la prolife-
ración de programas? 
—La cuestión de la actividad significativa: Si aun 
con las proyecciones más optimistas de produc-
ción y empleo no se vislumbra esperanza de in-
corporar a gran parte de una fuerza trabajadora 
en constante crecimiento y si los procesos de mo-
dernización y los principios de eficiencia econó-
mica imponen límites a la expansión del empleo 
¿cómo podría la parte "superflua" de la pobla-
ción encontrar medios de subsistencia y bases 
para lograr un sentido de adhesión y participa-
ción en el orden social? ¿Podría el concepto de 
"actividad significativa" para todos reemplazar al 
de "empleo pleno" como objetivo de largo plazo? 
—La cuestión cultural: ¿Debieran las socieda-
des de América Latina aceptar como inevitable la 
homogeneidad cultural que se propaga desde las 
sociedades consumidoras centrales? De no ser 
así, ¿cómo pueden afirmar su identidad cultural 
y enriquecer su diversidad cultural interna, res-
petando la libertad de opción de sus pueblos y la 
necesaria participación activa en los progresos 
culturales y tecnológicos del mundo? 
Los debates sobre estas cuestiones son con-
flictivos de por sí. Pueden generar una actitud de 
mayor realismo y de comprensión mutua pero 
nunca desembocarán en el consenso pleno. Ine-
ludiblemente cambiarán sus términos cuando se 
transformen los contextos, lo que eliminará algu-
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al público en general, creando una capacidad de 
innovación y un horizonte temporal que superen 
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